STJSL-S.J. – S.D. Nº 126/20.-

--En la Provincia de San Luis, a veintitrés días del mes de diciembre de dos mil veinte, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO, ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “ISRAY JUAN ANIBAL DANIEL c/ BAGLEY ARGENTINA S.A. y OTROS  s/ ACCIDENTE O ENFERMEDAD LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN - RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD” - IURIX EXP 236413/12.

Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. LILIA ANA NOVILLO, ANDREA CAROLINA MONTE RISO, y habiendo asumido el Dr. JORGE ALBERTO LEVINGSTON, pasa a éste en último término.
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es procedente el recurso de inconstitucionalidad planteado?
II) En su caso, ¿Qué resolución corresponde dictar?
III) ¿Cuál sobre costas?
IV) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?
V) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C?
VI) En caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?
VII) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?
VIII) ¿Cuál sobre las costas?

CONSIDERACIONES COMUNES A AMBOS RECURSOS: Que la presente causa se inicia con la demanda laboral por reparación integral con más las prestaciones dinerarias iniciada por el Sr. ISRAY JUAN ANIBAL DANIEL en contra de BAGLEY ARGENTINA S.A. y/o BAGLEY S.A. y/o CONSOLIDAR ART S.A., por el cobro de la suma de PESOS UN MILLÓN OCHOCIENTOS CUARENTA Y CINCO MIL SEISCIENTOS DOS CON TREINTA Y SIETE CENTAVOS ($ 1.845.602,37.-) con más intereses, gastos y costas.
Que en primera instancia se hace lugar parcialmente a la demanda laboral interpuesta y se condena a la parte demandada abonar al actor la suma de PESOS UN MILLÓN CUATROCIENTOS CINCUENTA Y DOS MIL TRESCIENTOS SETENTA Y CUATRO ($ 1.452.374,00.-), con más los intereses especificados en el punto c) de los considerandos, del que surge la aplicación de lo establecido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el fallo “Arostegui”, y las costas del juicio a cargo de la parte demandada, con aplicación del tope legal del 25% del monto del proceso.
Que dicha sentencia es apelada por la actora, la demandada y la citada en garantía. 
La Cámara de Apelaciones, con disidencia de la Dra. Chada, resolvió confirmar en lo principal la S.D. Nº 172 de fecha 12/09/18, con la salvedad del monto de condena y tope del 25% de responsabilidad y estableció el monto de condena en la suma de PESOS CUATROCIENTOS OCHENTA Y CUATRO MIL ($ 484.000.-) en concepto de daño material y la suma de PESOS NOVENTA Y SEIS MIL OCHOCIENTOS ($ 96.800.-) en concepto de daño moral, dejando sin efecto el tope de responsabilidad por las costas, del 25% establecido por el art. 730 del C.C. y C.
Que esta sentencia es impugnada por la actora mediante Recurso Extraordinario y Recurso de Casación.
Por una cuestión metodológica se tratará primero el Recurso Extraordinario de Inconstitucionalidad para luego y según el resultado tratar el Recurso de Casación.
DEL RECURSO EXTRAORDINARIO DE INCONSTITUCIONALIDAD INTENTADO POR LA ACTORA.

A LA PRIMERA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: 1) Que por Auto Interlocutorio N° STJSL–S.J.-S.I. N° 035/20 del 26/02/2020 (actuación Nº 13539845) este Superior Tribunal hizo lugar al recurso de queja deducido por la parte actora y en consecuencia se concedió el Recurso Extraordinario local interpuesto en fecha 23/05/19 mediante ESCEXT Nº 11670513.
Que en los fundamentos del mismo la parte se agravia por el monto de la condena de la Sentencia Definitiva dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones a razón que reduce sin justificación lógica ni jurídica y de manera arbitraria, el monto de la sentencia determinado en primera instancia.

Señala que el Juez de grado luego de un minucioso análisis de las constancias de autos utiliza como fórmula de cálculo a los fines de determinar el monto de condena la llamada “formula Méndez”, haciendo la salvedad que para merituar el monto de condena la jurisprudencia de la CSJN ha ido en una franca evolución, encontrándose la “fórmula Méndez” en la cúspide de la jurisprudencial de la CSJN.

Agrega que la corte en el fallo “Arostegui” cuestiona duramente la fórmula “Vuotto” ya que es doctrina repetida de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que si lo que se busca es fijar una suma que permita resarcir el daño caracterizado como pérdida de ganancia, es indispensable precisar la entidad de ese daño, a fin de justificar la proporción entre el mismo y aquella indemnización (cfr. Fallos 285:55; 297:305; 309:1269, entre muchos otros más).
Que el Alto Cuerpo de la Nación al cuestionar la fórmula “Vuotto” tiene presente el carácter integral que debe reunir la reparación, para contemplar todos los ámbitos de la vida y no sólo el laboral, "los cuales ningún cálculo matemático, por más brillante que sea, puede contemplar".
Que hoy por hoy la fórmula “Vuotto” tiene serios cuestionamientos constitucionales a razón que corresponde tomar como edad tope la de 75 años, es decir se deja de lado el criterio que solo tomaba en cuenta el fin de la “vida útil” de la víctima estimable en 65 años y que en base a lo dicho por la CSJN en el fallo “Arostegui” corresponde objetar de la fórmula “Vuotto”, la utilización como variable de cálculo el ingreso de la víctima congelado al momento de la ocurrencia del daño, sin tomar en cuenta la  “chance” o perspectiva de mejora del ingreso futuro que seguramente el daño habrá disminuido.

Agrega que así las cosas el a-quo condena a las demandadas de forma solidaria al pago de la suma de PESOS UN MILLÓN CUATROCIENTOS CINCUENTA Y DOS MIL TRESCIENTOS SETENTA Y CUATRO ($ 1.452.374.-). Que las demandadas se agravian por el monto de la condena y esta parte con el decisorio de la Excma Cámara sufre una clara afectación a su derecho de defensa, porque no puede vislumbrarse cómo se llega al cálculo del monto de condena, porque se desecha de plano la fórmula “Vuotto” y no se aplica la fórmula utilizada por el a-quo (fórmula Méndez) siendo en esta inteligencia que no resulta fundado lógica o jurídicamente como se llega al monto de condena el cual queda reducido a un 30% del monto de primera instancia, como tampoco se manifiesta como pudieron incidir en la misma otros factores como la edad, lo cual genera en esta parte una incertidumbre que hace que dicho decisorio revista un marcado carácter de arbitrariedad en franca contradicción con lo preceptuado por el art 210 de la Constitución Provincial y art. 1746 del Código Civil y Comercial de la Nación.
Sostiene que dicha omisión a la aplicación de la normativa correspondiente al caso, y por el cual se agravia es puesto de manifiesto por el voto en disidencia de la Dra. CHADA, la cual advierte que no se ha hecho aplicación de la normativa aplicable al caso concreto con seria afectación a la fundamentación que todo resolutorio debe tener so pena de caer en arbitrariedad, siendo correctas y acertadas las argumentaciones de la Dra. CHADA (VOTO EN DISIDENCIA) al argumentar: “…Que comparto enteramente el criterio de la Juez de Grado para cuantificar el monto de la codena, ya que toma la fórmula “Méndez” tal como lo fundó en los considerandos de la Sentencia Definitiva Nº 172 de fecha 12/9/18”.
Considera que no se puede confundir la utilización de una fórmula matemática con la razonabilidad o no de la cuantía que ésta arroje, en rigor de verdad; esto exige del Juez un mayor esfuerzo que además hace previsible su fallo, pues, si éste entiende que la suma arrojada por la fórmula utilizada es excesiva deberá morigerarla, al contrario si entiende que es escasa deberá elevarla, pero para ello deberá fundamentar el porqué del apartamiento de la fórmula que eligió utilizar, este es el sentido de la nueva legislación.
2) Que ordenado el traslado de rigor, ni la demandada ni la citada en garantía contestan el mismo. Por lo que se considera vencido el plazo para hacerlos, dándose en consecuencia por perdido el derecho. (ver informe de Secretaría en actuación Nº 11998390 del 05/07/19).
3) Que en fecha 24/06/2020 mediante actuación Nº 14210783  emite su dictamen el Sr. Procurador General Subrogante, donde considera que debe prosperar la Casación intentada por la actora, porque la sentencia de Cámara incurre en error in iudicando, señalado en los fundamentos del recurso, y como consecuencia de ello considera inoficioso referirse a la procedencia del Recurso Extraordinario.

4) Que entrando en el análisis de la cuestión planteada, ante todo se impone recordar que la jurisprudencia elaborada en materia de arbitrariedad de sentencia ha establecido que la misma no tiene por objeto la corrección en tercera instancia de decisiones equivocadas o que se consideren tales (Fallo: 254:327) sino que, por el contrario, está dirigida a la revisión de pronunciamientos en los que se advierta la inexistencia de las calidades mínimas para que el acto impugnado constituya una sentencia judicial (Fallos: 237:74, 239:126). (Augusto M. Morello. El Recurso Extraordinario, Ed. Librería Editora Platense. 1987, p. 198).


Que la concesión del Recurso de Inconstitucionalidad “sin perjuicio de lo que se resuelva en definitiva”, habilitó un examen sobre el mérito de las cuestiones planteadas, para lo cual hallo propicio formular algunas consideraciones.
La Sentencia venida en recurso de manera injustificada ha reducido el monto indemnizatorio, convirtiéndose ello en el principal agravio de la recurrente.
En efecto de la lectura de la misma surge que, en el voto de la mayoría de los Sres. Camaristas se realiza un análisis de lo que debe considerarse reparación integral citando jurisprudencia y sin embargo de manera arbitraria concluye: “…Así, se estima correcto, fijar la suma de $ 484.000 en concepto daño material y la suma de $ 96.800 en concepto de daño moral y espiritual y sus consecuencias sociales y familiares… “.
No surge de la sentencia impugnada cuales fueron las circunstancias que se tuvieron en cuenta para determinar el monto indemnizatorio o cuales fueron las pautas que llevaron a considerar elevada la indemnización fijada en Primera Instancia, lo que queda en evidencia con el voto en disidencia de la Dra. Chada, quien sostiene que: “…Que comparto enteramente el criterio de la Juez de Grado para cuantificar el monto de la codena, ya que toma la fórmula “Méndez” tal como lo fundó en los considerandos de la Sentencia Definitiva Nº 172 de fecha 12/9/18”.
“Que en esta inteligencia, y en armonía con lo que vengo diciendo en reiteradas oportunidades, no se puede confundir la utilización de una fórmula matemática con la razonabilidad o no de la cuantía que esta arroje, en rigor de verdad; esto exige del juez un mayor esfuerzo que además hace previsible su fallo, pues, si este entiende que la suma arrojada por la fórmula utilizada es excesiva deberá morigerarla, al contrario si entiende que es escasa deberá elevarla, pero para ello deberá fundamentar el porqué del apartamiento de la fórmula que eligió utilizar, este es el sentido de la nueva legislación…”.
Que, en tal sentido me remitiré a lo dicho por este Alto Cuerpo en los Autos: “CEJAS AGUSTÍN ENRIQUE c/ BALDO ANTONIO GUSTAVO - RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX EXP Nº 134349/8, STJSL-S.J.–S.D. Nº 097/19, en virtud del Recurso de Casación interpuesto, dijo: “En efecto, considero que indudablemente se verifica una divergencia jurisprudencial entre las diferentes Cámaras de Apelaciones en relación a los criterios que se aplican para el cálculo indemnizatorio en el reclamo de infortunios laborales en el marco del Derecho Civil y ello conlleva a que se den diferentes soluciones, las que entiendo, deben superarse en orden a brindar seguridad jurídica a los justiciables”. 
“Que más allá de las diferentes posiciones existentes en orden a los mecanismos que pueden utilizarse para la cuantificación del daño, en mi opinión la utilización de fórmulas o cálculos matemáticos para fijar el "quantum" del resarcimiento, es aconsejable, y hasta imperioso, puesto que se presenta como una opción superadora en gran medida de los inconvenientes que se presentan en la realidad de nuestros Tribunales”.
“Que en esta inteligencia se ha sostenido que el uso de fórmulas matemáticas tiene la ventaja de la previsibilidad, en tanto las partes saben desde un primer momento a qué atenerse respecto de lo que puede ser la futura condena (Revista de Derecho de Daños, Cuantificación del daño en la Jurisprudencia, 2013-3, Ed. Rubinzal Culzoni, p. 201)”.
“De igual modo que “la realidad actual en materia de resarcimientos obliga a cuantificar o tarifar los varios niveles de incapacidad en beneficio de todos los involucrados: letrados, magistrados y damnificados. (…) estas pautas de cálculo no tienen por qué atar al juzgador, sino que conducen, simplemente, a una primera aproximación, a un umbral, a partir del cual el juez puede y debe realizar las correcciones necesarias atendiendo a las particularidades del caso concreto". (Cfr. BERGER, Sabrina M., "Importancia de los cálculos matemáticos en el resarcimiento de daños a la persona", LA LEY 21/12/2012, 4, LA LEY 2013-A, 64, LLOnline AR/DOC/6052/2012) y, que “el cálculo matemático debe efectuarse indefectiblemente, pero no significa que deba seguirse al pie de la letra sino que es una guía para llegar al resultado numérico; justamente las formulas matemáticas son el modo más transparente y preciso que tienen los jueces para exponer los fundamentos de sus sentencias, mejorando la calidad del debate y la previsibilidad de las sentencias”. (Cfr. Pendini María Agustina, Daños a la capacidad física o psíquica de las personas: formulas matemáticas, publicado en SJA 22/6/2016, AP/DOC/971/2015)”.
“Tan es así que, en concordancia con lo expuesto, otros Superiores Tribunales han resuelto: “Así, este Cuerpo ya ha advertido que la cuantificación del resarcimiento es un tema que plantea graves dificultades, (…) En ese contexto, es claro que ninguno de los procedimientos o posibilidades de estimación del daño disponibles estará exento de crítica por alguna de las partes, sea que se trate del método puramente subjetivo -basado en el mero arbitrio judicial sin que se exterioricen los mecanismos utilizados para cuantificar el daño-, sea que se utilice el método objetivo, basado en el uso de fórmulas matemáticas. Aun así, y no obstante la facultad de los jueces para fijar las indemnizaciones que se adecuen a la justicia del  caso concreto en materia específicamente laboral, este Superior Tribunal ha reconocido que la utilización de fórmulas propende a una mayor seguridad jurídica para empleadores y aseguradoras, facilita la autocomposición del conflicto y permite arribar a soluciones con menor desgaste jurisdiccional y mayor prontitud, todo lo cual se logra mediante la aplicación de un criterio uniforme.” (Cfr. Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Río Negro, sala Laboral y Contencioso-Administrativo Laboral • M., R. T. c. Skanska S.A. s/ ordinario • 14/03/2014 • LLPatagonia 2014 (junio) , 317  • DJ 03/09/2014 , 47  • AR/JUR/5742/2014)”.

“Que en orden a las consideraciones vertidas, considero que para resolver la cuestión traída a estudio, debe seguirse el criterio que mantuve en oportunidad de emitir mi voto en el precedente citado al resolver el Recurso de Inconstitucionalidad (“ROSA GUSTAVO CÉSAR HÉCTOR c/ MINCHILLI SERGIO y OTROS s/ DAÑOS y PERJUICIOS - LABORAL s/ RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP Nº 128704/9. STJSL-S.J. – S.D. Nº 066/19, sentencia del 11/04/2019), y establecerse que como pauta orientadora para determinar la cuantificación del daño por infortunios laborales en el marco del derecho común debe aplicarse la fórmula matemática “Mendez”, puesto que a mi juicio es la más razonable y la que brinda mayor protección al trabajador”.

Que en el citado fallo se dijo: “…Para fijar la indemnización según el art. 1746 CCC habré de utilizar la fórmula matemática “Méndez” porque ésta considera consecuencias patrimoniales que se producen por la merma de la aptitud del trabajador para realizar para sí actividades con contenido económico, por encontrarse impedido total o parcialmente de realizarlas en adelante y que desde ahora deberán ser pagadas a terceros o realizadas con esa disminución exigiendo un esfuerzo mayor (el actor solicitó la aplicación de la legislación civil)…”.
“…En su voto en la causa “Méndez”, el Dr. Guibourg señaló que: “Cierto es que, cuanto menor es la edad de la víctima, son más probables en su conjunto las eventualidades favorables que las desfavorables. Es posible estimar que aproximadamente a los 60 años de edad el trabajador medio ha culminado su desarrollo laboral y su ingreso se haya estabilizado hacia el futuro. Estas circunstancias, en acatamiento a lo dispuesto por la Corte en “Aróstegui” y teniendo en cuenta los factores aleatorios precedentemente mencionados perspectivas de mejora y riesgo de desempleo, pueden tomarse en cuenta mediante la siguiente fórmula, de tal modo que la disminución de la escala refleje la reducción de la probabilidad de mejoras respecto de las opuestas, hasta el punto en el que pueda estimarse probable la estabilización del ingreso: Ingreso a computar = ingreso actual x 60 ./. edad (tope de 60 años)”. Ese coeficiente se incluye en el cálculo aritmético”. (SENTENCIA NRO. 89.654 - CAUSA NRO. 27593/04 “MÉNDEZ ALEJANDRO DANIEL c/MYLBA S.A. y OTRO s/ ACCIDENTE - ACCIÓN CIVIL” – JUZGADO NRO. 61. En http://www.estudioschick.com.ar/p_33.pdf, acceso 01/10/18)…”.
Por todo lo expuesto, considero que corresponde hacer lugar al Recurso Extraordinario de Inconstitucionalidad por Sentencia arbitraria y en consecuencia, tal como considera la vocal disidente, se debe confirmar la sentencia de Primera Instancia en cuanto al monto indemnizatorio y la fórmula utilizada.

Por todo ello VOTO A ESTA PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.

///…

Los Señores Ministros, Dres., ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN la Dra. LILIA ANA NOVILLO dijo: 1) Hacer lugar al Recurso Extraordinario de Inconstitucionalidad por Sentencia arbitraria y en consecuencia revocar el punto II) de la Sentencia de Cámara confirmando el punto 3) de la Sentencia de Primera Instancia. ASI LO VOTO.

Los Señores Ministros, Dres., ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.

A LA TERCERA CUESTIÓN la Dra. LILIA ANA NOVILLO dijo:  Costas a la vencida. ASI LO VOTO.

 Los Señores Ministros, Dres., ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.

DEL RECURSO DE CASACIÓN INTERPUESTO POR LA ACTORA

A LA CUARTA CUESTIÓN la Dra. LILIA ANA NOVILLO dijo: 1) Que en fecha 20/05/19,  mediante ESCEXT Nº 11633833  se presenta la actora e interpone Recurso de Casación contra la SENTENCIA DEFINITIVA NÚMERO CINCUENTA Y NUEVE del 13 de mayo de 2019 (actuación Nº 11568623), dictada por la Excma. Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral Nº 2 de Villa Mercedes.

Que en fecha 27/05/19 mediante ESCEXT Nº 11693916 acompaña los fundamentos del mismo.

Que ordenado el traslado de rigor, la contraria no contesta dándose por perdido el derecho de hacerlo conforme surge del informe obrante en actuación Nº 12697801 el 10/10/19.
Que mediante actuación Nº 14210783 el 24/06/2020emite su dictamen el Sr. Procurador General Subrogante donde sostiene que el Recurso de Casación resulta procedente.
2) Que, en primer lugar corresponde efectuar el pertinente análisis, a los fines de determinar si se ha dado cumplimiento a los requisitos establecidos por la normativa vigente, en punto a la admisibilidad del recurso en cuestión.
Que, surge de las constancias de la causa que el presente Recurso ha sido interpuesto y fundado en término, que se encuentra exento del pago del depósito judicial establecido por el art. 290 del CPC y C., y que la resolución impugnada es sentencia definitiva. 
Se advierte así, que se ha dado cumplimiento a las exigencias contenidas en los arts. 286, 289 y 290 del CPC y C., debiendo considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el art. 301, inc. a), del CPC y C, que el Recurso articulado deviene formalmente admisible. ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.

A LA QUINTA CUESTIÓN la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: 1) Que en fecha 27/05/19 mediante ESCEXT Nº 11693916 acompaña los fundamentos del mismo donde expone que la sentencia definitiva impugnada es notoriamente absurda, ya que manifiestamente ha “dejado de aplicar la normativa jurídica que corresponde, por lo que se ha incurrido en la causal contemplada en el art. 287 del CPC y C. inc. a).
Expone que se han dejado de aplicar disposiciones constitucionales tales como el derecho de propiedad (arts. 17 CN y 35 CP), y más grave aún, la garantía del debido proceso y del derecho de defensa en juicio (arts. 18 CN y 43 CP) toda vez que la sentencia se ha apartado de los principios de congruencia, exhaustividad y de fundamentación lógica y jurídica y específicamente de los arts. 210 de la Constitución Provincial y 1246 del Código Civil.
Bajo el punto III.-) SENTENCIA "NOTORIAMENTE ABSURDA – ERROR DE DERECHO manifiesta que la Excma. Cámara recurrida no ha aplicado derecho y que por eso, cuando se está ante una sentencia notoriamente absurda corresponde también casar la sentencia “por error de derecho”.
En el punto IV.-) EL VICIO DEL “ABSURDO”: expone que el fallo recurrido es un absurdo, un total absurdo, es de tanta incongruencia, incoherencia, arbitrariedad y manifiesta parcialidad a favor de la demandada, que constituye un absurdo notorio. 
Punto seguido agrega que la sentencia definitiva dictada por la Excma. Cámara en estos autos es manifiestamente arbitraria y lesiva de los derechos constitucionales de defensa en juicio, del debido proceso y de propiedad en sentido lato.
Que su parte se agravia por el monto de la condena de la sentencia definitiva dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones a razón que reduce sin justificación lógica ni jurídica y de manera arbitraria el monto de la Sentencia determinado en primera instancia haciendo una flagrante omisión en la aplicación de los arts. 210 de la Constitución Provincial y 1746 del Código Civil y Comercial de la Nación.
Señala que el Juez de grado luego de un minucioso análisis de las constancias de autos utiliza como fórmula de cálculo a los fines de determinar el monto de condena la llamada “fórmula Méndez”, haciendo la salvedad que para merituar el monto de condena la jurisprudencia de la CSJN ha ido en una franca evolución, encontrándose la “fórmula “Méndez” en la cúspide de la jurisprudencial de la CSJN.
Que en autos el Juez de grado cumple estrictamente con lo dispuesto en el art. 1746 del Código Civil, utilizando la llamada fórmula “Méndez” y la adecua a las particularidades del caso de marras teniendo presente la doctrina y jurisprudencia imperante a los fines de valoración del daño.
Agrega que la corte en el fallo “Arostegui” cuestiona duramente la formula “Vuotto” ya que es doctrina repetida de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que si lo que se busca es fijar una suma que permita resarcir el daño caracterizado como pérdida de ganancia, es indispensable precisar la entidad de ese daño, a fin de justificar la proporción entre el mismo y aquella indemnización (cfr. Fallos 285:55; 297:305; 309:1269, entre muchos otros más).
Que el Alto Cuerpo de la Nación al cuestionar la fórmula “Vuotto” tiene presente el carácter integral que debe reunir la reparación, para contemplar todos los ámbitos de la vida y no sólo el laboral, "los cuales ningún cálculo matemático, por más brillante que sea, puede contemplar".
Alega que hoy por hoy la fórmula “Vuotto” tiene serios cuestionamientos constitucionales a razón que corresponde tomar como edad tope la de 75 años, es decir se deja de lado el criterio que solo tomaba en cuenta el fin de la “vida útil” de la víctima estimable en 65 años y que  en base a lo dicho por la CSJN en el fallo “ Arostegui” corresponde objetar de la fórmula “Vuotto”, la utilización como variable de cálculo el ingreso de la víctima congelado al momento de la ocurrencia del daño, sin tomar en cuenta la “chance” o perspectiva de mejora del ingreso futuro que seguramente el daño habrá disminuido.
Concluye que así las cosas el a-quo condena a las demandadas de forma solidaria al pago de la suma de $ 1.452.374. Que las demandadas se agravian por el monto de la condena y esta parte con el decisorio de la Excma. Cámara sufre una clara afectación a su derecho de defensa, porque no puede vislumbrarse como se llega al cálculo del monto de condena, porque se desecha de plano la fórmula “Vuotto “ y no se aplica la fórmula utilizada por el a-quo (fórmula Méndez”) siendo en esta inteligencia que no resulta fundada lógica o jurídicamente como se llega al monto de condena el cual queda reducido a un 30% del monto de primera instancia, como tampoco se manifiesta como pudieron incidir en la misma otros factores como la edad, lo cual genera en esta parte una incertidumbre que hace que dicho decisorio revista un marcado carácter de arbitrariedad en franca contradicción con lo preceptuado por los arts. 210 de la Constitución Provincial y 1746 del Código Civil y Comercial de la Nación.
Que dicha omisión a la aplicación de la normativa aplicable al caso y por el cual se agravia es puesto de manifiesto por el voto en disidencia de la Dra. CHADA, la cual advierte que no se ha hecho aplicación de la normativa aplicable al caso concreto con seria afectación a la fundamentación que todo resolutorio debe tener so pena de caer en arbitrariedad, siendo correctos y acertados las argumentaciones de la Dra. CHADA (VOTO EN DISIDENCIA) al argumentar: “…Que comparto enteramente el criterio de la Juez de Grado para cuantificar el monto de la codena, ya que toma la fórmula “Méndez” tal como lo fundó en los considerandos de la Sentencia Definitiva Nº 172 de fecha 12/9/18”.
Considera que no se puede confundir la utilización de una fórmula matemática con la razonabilidad o no de la cuantía que ésta arroje, en rigor de verdad; esto exige del Juez un mayor esfuerzo que además hace previsible su fallo, pues, si éste entiende que la suma arrojada por la fórmula utilizada es excesiva deberá morigerarla, al contrario si entiende que es escasa deberá elevarla, pero para ello deberá fundamentar el porqué del apartamiento de la fórmula que eligió utilizar, este es el sentido de la nueva legislación.
2) Que ordenado el traslado de rigor, ni la demandada ni la citada en garantía contestan el mismo, dándose por perdido el derecho de hacerlo (actuación Nº 12796801 del 10/10/19).
3) Que en fecha 24/06/2020 mediante actuación Nº 14210783 emite su dictamen el Sr. Procurador General Subrogante, donde considera que debe prosperar la Casación intentada por la actora, porque la sentencia de Cámara incurre en error in iudicando, señalado en los fundamentos del Recurso, y como consecuencia de ello considera inoficioso referirse a la procedencia del Recurso Extraordinario.

4) Que sentado lo expuesto, en orden a la solución que se propicia respecto del Recurso de Inconstitucionalidad, se torna inoficioso el tratamiento sustancial del Recurso de Casación. ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres., ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.

A LA SEXTA y SÉPTIMA CUESTIÓN la Dra. LILIA ANA NOVILLO dijo: Conforme lo referido en la anterior cuestión, no corresponde su tratamiento. ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres., ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a estas SEXTA y SÉPTIMA CUESTIÓN.
A LA OCTAVA CUESTIÓN la Dra. LILIA ANA NOVILLO dijo: Costas por su orden. ASÍ LO VOTO.

Los Señores Ministros, Dres., ANDREA CAROLINA MONTE RISO y JORGE ALBERTO LEVINGSTON, comparten lo expresado por la Sra. Presidente, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta OCTAVA CUESTIÓN.
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Señores Ministros, la sentencia que va a continuación. 

San Luis, veititrés de diciembre de dos mil veinte.

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Hacer lugar al Recurso Extraordinario de Inconstitucionalidad por Sentencia arbitraria y en consecuencia revocar el punto II) de la Sentencia de Cámara confirmando el punto 3) de la Sentencia de Primera Instancia..
II) Costas a la vencida.
III) Declarar inoficioso el tratamiento de la Casación.
IV) Costas de la casación por su orden.
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.
No firma la Dra. CECILIA CHADA, por encontrarse excusada.
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por las Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. LILIA ANA NOVILLO, ANDREA CAROLINA MONTE RISO  y JORGE ALBERTO LEVINSGTON en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.  
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